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· Resumen

Las mujeres debido a la opresión en razón del género, están en el centro de las disparidades. La situación de vulnerabilidad socio económica en la que transcurre una cantidad significativa de ellas, y la falta de conciencia histórica de tener derechos es razón para implementar políticas que pongan su mirada en empoderar a las mujeres, a partir de mecanismos y prácticas que operen sobre la subjetividad, y a la vez se reparen inequidades.

Una mayoría significativa de mujeres no ha sido parte de los beneficios de la modernidad, han visto limitado su acceso a la educación, sin poder desarrollar habilidades necesarias para ejercer su ciudadanía, prevaleciendo la desorganización y la falta de participación, lo que conduce a la manipulación y a que sus derechos sean sistemáticamente  conculcados sin siquiera conocerlos. 

Este trabajo propone algunos mecanismos para el ejercicio pleno de ciudadanía con atención en la administración de justicia. 

Señalaré que se requiere la transformación de las mentalidades, siendo central en ese sentido los movimientos de mujeres en general, y la construcción permanente del pensamiento feminista en particular.  

En segundo lugar las políticas públicas y privadas, requieren medidas concretas de acción afirmativa, creando condiciones de igualdad con respeto por las diferencias. 

Finalmente es fundamental el acceso a justicia con equidad ya que importa una de las dimensiones sustantivas de la ciudadanía, que implica la posibilidad de hacer valer y defender los derechos de cada unx en igualdad con otras personas, ante los tribunales de justicia.

La ausencia de cualquiera de estos mecanismos implicará necesariamente un retroceso en el ejercicio de ciudadanía plena. 

El acceso a justicia es una forma de ejercer una ciudadanía autopercibida, y es garantía frente al no acceso a todos los demás derechos, de ahí su relevancia en todo sistema democrático. 

Si la justicia es un valor social fundamental para reparar desigualdades históricas, y la administración de justicia es la herramienta institucional que garantiza la aplicación del derecho en cada caso, deviene necesario democratizar sus accesos a partir de la implementación de dispositivos institucionales alternativos, sencillos, empáticos y transdisciplinarios. 

El presente trabajo de reflexión conceptual se centrará en este último aspecto  como un aporte para facilitar y mejorar las posibilidades reales y concretas de acceso a justicia de las mujeres. 

· Presentación

El presente trabajo tiene por objetivo justificar teóricamente la necesidad de reformular el sistema de acceso a la administración de justicia para un colectivo de mujeres que resulta postergado tanto en el país, como en la región: me refiero a las mujeres en situación de pobreza. 

Se señalará la relación entre acceso a derechos, ampliación del ejercicio de la ciudadanía de las mujeres, y sistema democrático.  

· Antecedentes
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
 recordó recientemente mediante un dictamen a los Estados parte, su compromiso de acceso a la justicia de las mujeres, por conducto de los Tribunales que correspondan. 

Lo expuesto reconoce como sustento lo previsto por articulo 2º, apartado c) de la Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), que señala la obligación por parte de los Estados de establecer garantías jurídicas –entre otras- para el goce y ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las mujeres.

Existen igualmente otros instrumentos internacionales que, sin ser vinculantes para los Estados, implican una demostración concreta y acabada de orientación política, jurídica y social por parte de aquellos países que participan en su formulación, como es el caso de las Reglas de Brasilia, donde en su exposición de motivos, específicamente se señala como objetivo de las reglas la reflexión para la eliminación de obstáculos que impiden que las personas en condición de vulnerabilidad puedan acceder de manera efectiva al sistema de administración de justicia, contribuyendo a la reducción de las desigualdades sociales, favoreciendo la cohesión social.

Ahora bien, si las mujeres debido a la opresión en razón de su género, están, en términos de Marcela Lagarde “en el centro de la disparidades” (2000: 3), a esto sumamos la situación de vulnerabilidad socio económica signada por la pobreza y la miseria en la que transcurre una cantidad significativa de ellas, y la falta de conciencia histórica de tener derechos, tanto por su condición de persona, como en razón de su género, las diversas formas de acceso a justicia que se piensen o planifiquen resultan insuficientes.

Si las mujeres no se reconocen en su condición de ciudadanas, mas allá del otorgamiento de un status formal en tal sentido, se requieren medidas para modificar  esa conciencia de la propia subjetividad y reparar tal inequidad histórica. Políticas y acciones que signifiquen compensar, satisfacer, aproximar derechos, empoderar.

El acceso efectivo a los derechos humanos básicos se pondera en el ámbito de la administración de justicia, en la posibilidad real de obtener un pronunciamiento jurisdiccional que restaure esa realidad que se ha visto vulnerada, mejorando la calidad de vida de aquellos y aquellas que fueron postergados. 

En el caso de las mujeres, una mayoría significativa no ha sido parte, siquiera de los beneficios de la modernidad, han visto limitado su acceso a la educación, no han podido desarrollar habilidades necesarias para ejercer su ciudadanía -sin perjuicio de contar con el reconocimiento del Estado al cual pertenecen-, prevalece, la desorganización y la falta de participación, “lo que conduce a la manipulación y a que sus derechos sean conculcados sin siquiera conocerlos” (Lagarde, 2000: 4), por lo que en los Estados democráticos, estos dispositivos jurisdiccionales deben estar en permanente alerta y evolución.   

Me voy a centrar en dos cuestiones que pueden significar un aporte para este desencuentro entre acceso a derechos y reparación de desigualdades históricas. 

Por un lado la noción de ciudadanía y las posibilidades reales de ejercicio de las misma, señalando que a partir de la manera en que dicho concepto sea aprehendido se construirá socialmente la subjetividad de las mujeres y, a partir de este proceso, la convicción de poder acceder a la justicia ante la vulneración de sus derechos. 

Igualmente, se debe poner de manifiesto que el acceso a justicia se ha pensado en forma androcéntrica, por lo que señalaré que es posible y necesario una reformulación.

Ciudadanía: derecho y ejercicio
Cuando se piensa en el acceso a justicia de mujeres en situación de vulnerabilidad social o económica resulta necesario sustentar las razones por las cuales aquellas personas que no advierten “su derecho a tener derechos” en palabras de Hanna Arendt citada por Bareiro (Seminario Democracias y Ciudadanía, 2.1., PRIGEPP, 2013) deben ser especialmente tenidas en cuenta. 

Vale la pena señalar que efectividad, implica la posibilidad de acceder y operar en el sistema de administración de justicia en igualdad de condiciones, que es donde “los ciudadanos perciben si sus derechos son efectivamente respetados y garantizados” (Méndez, 2000: 4).

La ciudadanía, ya consagrada en las constituciones de los Estados democráticos como un derecho político, ha comenzado a ampliarse en su definición tradicional, admitiéndose que, en tanto no existe un catálogo de derechos y deberes de la ciudadanía, esta noción debe necesariamente considerar los derechos de cada colectivo social. 

Igualmente, se ha señalado que no existe ciudadanía plena en tanto su ejercicio o acción no esté garantizado para todas las mujeres. Así debe entenderse por ejercicio de la ciudadanía plena “el desarrollo de la capacidad de autodeterminación, de expresión y representación de intereses y demandas, y de pleno ejercicio de los derechos políticos individuales y colectivos…Fuente: Programa de Acción Regional para las Mujeres de América Latina y el Caribe (1995-2001), Santiago, CEPAL –UNIFEM, 1995, pág. 11” (Seminario Democracias y Ciudadanía, 2.2.2., PRIGEPP, 2013).

Conforme surge hasta aquí, para este grupo de mujeres con necesidades específicas existen tres ámbitos distintos para propender al ejercicio pleno de ciudadanía. El análisis detenido de cada uno de ellos, excede el marco de este trabajo, por lo que los enunciaré de modo sucinto, para adentrarme en el último de los supuestos que me interesa en especial, por tratarse de un derecho social básico, sobre el que se postula exigir su cumplimiento. 

En primer lugar se requiere la transformación de las mentalidades, siendo central en ese sentido los movimientos de mujeres en general, y la construcción permanente del pensamiento feminista en particular. Es un trabajo silencioso que requiere ganar espacios cotidianos, con un fuerte componente ético y conciencia de género.  

En segundo lugar las políticas públicas y privadas, con medidas concretas de acción afirmativa, creando condiciones de igualdad con respeto por las diferencias. 

En tercer término se requiere acceso a justicia con equidad. En términos de Marshall, se trata de una de las dimensiones sustantivas de la ciudadanía, la Civil, que implica la posibilidad de hacer valer y defender los derechos de cada uno en igualdad con otras personas, ante los tribunales de justicia (Seminario Democracias y Ciudadanía, 2.1b., PRIGEPP, 2013).
La ausencia de cualquiera de estos ejercicios implicará necesariamente una negación o retroceso en el ejercicio de ciudadanía plena. 
Acceso a Justicia
El acceso a justicia en igualdad de condiciones para las mujeres en situación de vulnerabilidad implica un acuerdo previo en tanto reconocimiento que se trata de un derecho humano básico. 

Esta afirmación obliga necesariamente a ampliar la concepción de ciudadanía, ya que si el Estado es llamado a compensar las desigualdades sociales, y la relación de éste con las personas se define en términos de igualdad, (ante la ley, respetando las diferencias, y diferenciando según las necesidades), la noción misma de ciudadanía tradicional, histórica y abstracta, no refleja la complejidad social actual (Sassoon, 1998: 9).  

Defiendo la idea consistente en que el acceso a justicia es una de las formas concretas en que se ejerce la ciudadanía, y es al mismo tiempo la garantía frente al no acceso a todos los demás derechos, de ahí su relevancia en todo sistema democrático. 

Esto implica medidas específicas que operen sobre cada uno de los niveles señalados en el apartado anterior, y la construcción de un discurso que a partir de la realidad social de las mujeres en situación de vulnerabilidad se creen y recreen instituciones donde las diferencias entre las personas tengan la misma importancia. Para esto, la palabra que se impone desde los tribunales de justicia, es importante en términos cognitivos y normativos. 

A partir del acceso a justicia de cada una de las mujeres del colectivo que identifico como altamente postergado, se reformula, construye y define una nueva y dinámica noción de ciudadanía.  

Democracia, justicia y género
Si asumimos que la democracia es el “mejor sistema político conocido para la convivencia social concebido en el mundo moderno” (Bareiro y Riquelme, 1998: 2), y que “en el caso de America Latina… el proceso de transición se ha quedado estancado en cierta formalidad” (ídem, 1998: 3), debemos interrogarnos respecto de las causas por las que aún existen deudas pendientes del sistema democrático.

Estas deudas se hacen evidentes en el bajo nivel de acceso a derechos de gran parte de los habitantes de la región, en particular de las mujeres en situación de pobreza –reconociendo que dicho obstáculo para acceder a derechos humanos básicos, puede o no concurrir con alguna otra causa de vulnerabilidad-. 

La democracia es un proceso en constante actividad que se da en dos niveles: el de construcción de ciudadanía, y el de la construcción de instituciones democráticas dentro del Estado (Astelarra, 2002: 8). 

Facilitar y mejorar las posibilidades reales y concretas de acceso a justicia de las mujeres, necesariamente se traduce en una ampliación de la ciudadanía y por ende, de la democracia.

Si la justicia es un valor social fundamental para reparar desigualdades históricas, y la administración de justicia es la herramienta institucional que garantiza la aplicación del derecho en cada caso, deviene necesario democratizar su acceso. 

Conforme se viene analizando, y asumiendo que no es positivo asimilar a mujeres y varones como requisito para lograr la igualdad, reconociendo las diferencias y advirtiendo las jerarquías existentes en las propias características del sistema de administración de justicia, postulo la creación de tribunales especiales que atiendan las problemáticas que guardan relación con el género. 

El uso y defensa de derechos de las mujeres a partir de sus distintas identidades y necesidades en tribunales de justicia con perspectiva de género, no responde a la idea de “encontrar la especificidad de una ciudadanía femenina, claramente diferente de la masculina” (Seminario Democracias y Ciudadanía, 2.2.2.b, PRIGEPP, 2013) sino mas bien, a la búsqueda de transformación de las relaciones entre éstas con el Estado, en particular de las que menos tienen.    

· Posibilidades reales de ejercicio de la ciudadanía a partir del acceso a justicia. Propuestas.
Con la llegada de la democracia a los países de América Latina se ha logrado el ingreso de los problemas de género en las agendas públicas, a partir de la institucionalidad de género en el Estado, obedeciendo a una amplia gama de situaciones, para garantizar el ejercicio de derechos para el futuro de una masa heterogénea e indeterminada de mujeres. 

Frente al problema concreto, al derecho vulnerado, al daño perpetrado, y  teniendo en cuenta que la administración de justicia es donde se define la vigencia de los derechos fundamentales en las sociedades contemporáneas, corresponde que en su ámbito se incorporen tribunales especiales para mujeres, adaptando su estructura, funcionamiento y competencia a los requerimientos del género.

La propuesta efectuada se circunscribe a la necesidad de compensar así las desigualdades existentes. En lo particular implica un acercamiento concreto a la problemática de género, a partir de la adaptación de estructuras. 

Por otra parte se requiere un entrenamiento de las y los operadores del sistema no solo en el conocimiento del derecho internacional de los Derechos Humanos, sino también en el desarrollo de una comunicación a través de líneas de diferencia cultural, que permita ser alfabetos en términos multiculturales, tal como se señala en Repensando la esfera pública: una contribución a la crítica de la democracia actualmente existente de Fraser.

Finalmente, la creación de tribunales especiales implica la transformación de los problemas de género en problemas de interés público. 

Los problemas que agobian a las mujeres que viven en la pobreza, no son problemas naturales correspondientes a un supuesto ámbito privado que es la antítesis de la ciudadanía, sino que son el reflejo de las diversas relaciones de poder que las mantienen oprimidas (Mouffe, 2001: 11), por lo que requieren de una respuesta estatal. Cuando estas relaciones están signadas por el conflicto, la respuesta estatal es la de los tribunales de justicia. 

El reconocimiento de identidades femeninas específicas –indígenas, afrodescendientes, discapacitadas, lesbianas, etc.-, no puede ser utilizada como obstáculo en el ámbito de la administración de justicia, sino por el contrario, es en esta donde se puede desplegar una multiplicidad de respuestas que contemplen lo particular de cada caso. 

Negar u olvidar las desigualdades económicas y de oportunidad que inciden en el acceso a justicia determinando “una pobre justicia para los pobres” (Thomson, 2000: 4) es negar la ciudadanía en si misma. 

A partir de estas propuestas, su justificación teórica, y las deudas pendientes del sistema actual, se ha puesto de resalto que la democracia y la ampliación de la dimensión de la ciudadanía requieren como garantía final del ejercicio y goce de derechos, un sistema de justicia inclusivo, y respetuoso de las diferencias.    
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